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RESUMEN
La presente investigación analiza la homologación judicial de acuerdos conciliatorios en 
procesos por violencia familiar o doméstica desde la perspectiva de la tutela judicial efectiva 
y la protección reforzada de los derechos de las mujeres. El estudio se desarrolla en el 
contexto del Juzgado de Sentencia Penal contra la Violencia hacia las Mujeres N.º 16 de la 
ciudad de Cochabamba, durante el periodo 2023–2024, en el marco de la aplicación 
excepcional del artículo 46 de la Ley N.º 348, Ley Integral para Garantizar a las Mujeres una 
Vida Libre de Violencia. El objetivo principal consiste en determinar de qué manera la 
homologación judicial de acuerdos conciliatorios incide en la garantía de tutela judicial 
efectiva cuando se trata de delitos de violencia familiar o doméstica. La hipótesis que guía la 
investigación sostiene que dicha homologación, cuando no incorpora un análisis estricto de 
las asimetrías de poder y de las condiciones reales de voluntariedad de la víctima, incide 
negativamente en la tutela judicial efectiva de las mujeres, al contribuir a la invisibilización 
de la violencia y a la debilitación de la respuesta estatal.

La investigación adopta un enfoque cualitativo de carácter jurídico-sociojurídico, basado en 
el análisis documental de seis expedientes judiciales en los que se presentaron acuerdos 
conciliatorios para su homologación. A partir de una matriz de análisis estructurada, se 
examinaron categorías relacionadas con la excepcionalidad de la conciliación, la 
voluntariedad de la víctima, la consideración de asimetrías estructurales, la motivación 
judicial y el control de convencionalidad. Los resultados evidencian que la práctica 
jurisdiccional analizada se orienta predominantemente a la verificación formal de requisitos 
legales, sin desarrollar de manera suficiente un examen sustantivo de las condiciones reales 
de voluntariedad ni de las desigualdades estructurales que caracterizan la violencia de 
género.

El análisis constitucional y convencional permite identificar una insuficiencia argumentativa 
en los razonamientos judiciales y una escasa incorporación del control de convencionalidad 
y de la perspectiva de género en las resoluciones de homologación. Se concluyó que la 
homologación judicial de acuerdos conciliatorios, cuando no incluye un estudio exhaustivo 
de las condiciones de autonomía real de la víctima y de los desequilibrios de poder 
existentes, puede afectar negativamente la protección judicial efectiva de las mujeres y 
reducir la respuesta estatal ante la violencia basada en género. Se propone la adopción de 
criterios jurisdiccionales más sólidos que incorporen el bloque de constitucionalidad y los 
estándares internacionales de protección.

Palabras clave: violencia familiar, conciliación excepcional, tutela judicial efectiva, 
perspectiva de género, control de convencionalidad, Ley N.º 348.
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ABSTRACT
This research examines the judicial approval of conciliation agreements in cases of domestic 
and family violence from the perspective of effective judicial protection and the reinforced 
protection of women’s rights. The study is conducted in the context of the Criminal 
Sentencing Court for Violence against Women No. 16 in the city of Cochabamba during the 
period 2023–2024, within the framework of the exceptional application of Article 46 of Law No. 
348, the Comprehensive Law to Guarantee Women a Life Free of Violence. The main objective 
is to determine how the judicial homologation of conciliation agreements affects the 
guarantee of effective judicial protection in cases of domestic violence. The guiding 
hypothesis holds that such homologation, when it fails to incorporate a rigorous assessment 
of power asymmetries and the real conditions of the victim’s voluntariness, negatively affects 
women’s effective judicial protection by contributing to the invisibilization of violence and the 
weakening of the State’s response.

The research adopts a qualitative approach of a legal and socio-legal nature, based on 
documentary analysis of six judicial case files in which conciliation agreements were 
submitted for judicial approval. Through a structured analytical matrix, categories related to 
the exceptional nature of conciliation, the victim’s voluntariness, structural power 
asymmetries, judicial reasoning, and the exercise of conventionality control were examined. 
The results reveal that the judicial practice analyzed is predominantly oriented toward the 
formal verification of legal requirements, without sufficiently developing a substantive 
assessment of the real conditions of voluntariness or the structural inequalities that 
characterize gender-based violence.

The constitutional and conventional analysis identified an argumentative deficit in judicial 
reasoning and a limited incorporation of a gender perspective and conventionality control in 
the decisions approving conciliation agreements. Consequently, the study concludes that 
judicial approval of conciliation agreements, when it fails to incorporate a rigorous assessment 
of the victim’s real autonomy and structural power asymmetries, may negatively affect 
women’s effective judicial protection and weaken the State’s response to gender-based 
violence. Finally, the research proposes the adoption of strengthened judicial criteria that 
incorporate the constitutional bloc and international human rights protection standards.

Keywords: domestic violence, exceptional conciliation, effective judicial protection, gender 
perspective, conventionality control, Law No. 348.
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INTRODUCCIÓN
El presente artículo tiene su origen en la tesis elaborada en el marco de la Especialidad en 
Normativa Penal Aplicable a Violencia de Género V1, en el programa de posgrado de la 
Universidad Mayor, Real y Pontificia de San Francisco Xavier de Chuquisaca. Esta 
investigación se concibió con el propósito de profundizar el análisis jurídico de una 
problemática que, lejos de ser periférica, ocupa un lugar central en el debate 
contemporáneo respecto a los derechos de las mujeres y el acceso a la justicia. La 
investigación que dio lugar a estas páginas surgió, por tanto, de un proceso académico, 
orientado tanto a la comprensión teórica del marco normativo como a su contraste con las 
condiciones concretas en que dicha normativa opera, lo que confiere al trabajo un anclaje 
institucional preciso y una perspectiva que combina la formación especializada con la 
indagación propia del quehacer investigativo.

La violencia familiar o doméstica es uno de los fenómenos más persistentes y complejos en 
las sociedades contemporáneas, no solo por su frecuencia, sino por los graves problemas 
estructurales que evidencia. En el contexto latinoamericano, y particularmente en el Estado 
Plurinacional de Bolivia, la violencia contra las mujeres es una manifestación de 
desigualdades históricas arraigadas en patrones socioculturales de dominación, situación 
que ha motivado la adopción de marcos normativos específicos orientados a su prevención, 
sanción y erradicación. En este escenario, la promulgación de la Ley Integral para 
Garantizar a las Mujeres una Vida Libre de Violencia (2013), en adelante Ley N.º 348, 
representó un avance significativo en la consolidación de un sistema de protección 
reforzada, que establece mecanismos jurídicos que reconocen la naturaleza estructural de 
la violencia de género y la necesidad de una respuesta estatal con enfoque de derechos 
humanos.

La aplicación práctica del marco normativo ha generado debates en torno a la figura de la 
conciliación en procesos por violencia familiar o doméstica. Si bien el artículo 46 de la Ley 
N.º 348 establece la prohibición de conciliar en hechos que comprometan la vida e 
integridad sexual de las mujeres, admite de manera excepcional la posibilidad de 
conciliación cuando sea promovida por la víctima, por única vez y siempre que no exista 
reincidencia. Esta disposición, concebida como una excepción restrictiva, ha sido objeto de 
diversas interpretaciones en la práctica judicial, particularmente en los casos en que se 
presentan acuerdos conciliatorios para su homologación ante autoridades jurisdiccionales.

El problema adquiere especial relevancia cuando se evidencia que la conciliación, 
concebida tradicionalmente como un mecanismo alternativo de resolución de conflictos 
entre partes en condiciones de igualdad, puede estar inserta en un contexto caracterizado 
por asimetrías de poder, dependencia económica, presiones familiares y dinámicas 
producidas por el ciclo de la violencia. En tales circunstancias, surge una interrogante crítica 
respecto a si la homologación judicial de acuerdos conciliatorios garantiza efectivamente 
la tutela judicial efectiva de las mujeres o, por el contrario, contribuye a la invisibilización de 
la violencia y a la reproducción de relaciones asimétricas que perpetúan la violencia.
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Desde una perspectiva general, la comunidad internacional ha desarrollado estándares 
orientados a limitar el uso de mecanismos alternativos en casos de violencia de género. La 
Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer 
(1994), en adelante “Convención de Belém do Pará”, reconoce la violencia contra la mujer 
como una violación de derechos humanos y establece la obligación estatal de actuar con 
debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar estos hechos. Asimismo, el Comité 
para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer señala que los procedimientos 
alternativos de solución de controversias pueden resultar incompatibles con la protección 
efectiva de derechos cuando se desarrollan en contextos de violencia doméstica, debido a 
la desigualdad estructural que afecta la autonomía de decisión real de las víctimas (Comité 
para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer [CEDAW], 2015, 2017).

En el caso particular de Bolivia, diversos estudios académicos y pronunciamientos 
jurisdiccionales advierten que la violencia familiar no puede analizarse ni entenderse como 
un conflicto privado susceptible de simple arreglo entre las partes, sino como una 
manifestación de violencia de carácter histórico, estructural y basada en relaciones de 
desigualdad, que exige una intervención estatal efectiva (Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos [CIDH], 2007; Organización de las Naciones Unidas, 1993). En el mismo 
sentido, la jurisprudencia constitucional boliviana ha enfatizado que la conciliación no 
puede operar bajo presión ni convertirse en un mecanismo destinado a evitar la 
persecución y sanción penal cuando la protección de derechos fundamentales de las 
víctimas se encuentra gravemente comprometida (Sentencia Constitucional Plurinacional 
N.º 0487/2014, de 25 de febrero). Estas consideraciones evidencian la necesidad de 
examinar críticamente la práctica judicial en la homologación de acuerdos conciliatorios 
dentro de los procesos por violencia familiar o doméstica, a fin de verificar su 
compatibilidad con los estándares nacionales e internacionales de protección de los 
derechos humanos de las mujeres.

La presente investigación se desarrolló en el Juzgado de Sentencia Penal contra la Violencia 
hacia las Mujeres N.º 16 de la ciudad de Cochabamba, en el período comprendido entre 
2023 y 2024. En este ámbito jurisdiccional se tramitaron procesos en los cuales se 
produjeron acuerdos conciliatorios en casos de violencia familiar, generando la 
circunstancia propicia para el análisis de los argumentos expuestos por las partes, los 
criterios asumidos por la autoridad judicial y la correspondencia de tales decisiones con los 
estándares constitucionales y convencionales de protección reforzada. La investigación 
tiene como propósito analizar la conciliación excepcional prevista en la Ley N.º 348 desde la 
perspectiva de género y los derechos humanos, evaluando su incidencia en la tutela judicial 
efectiva de las mujeres, y contribuir al fortalecimiento de prácticas judiciales coherentes 
con el principio de debida diligencia, el control de convencionalidad y la garantía del acceso 
real a la justicia.
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1. Marco conceptual

1.1. La tutela judicial efectiva como garantía estructural del Estado constitucional
La tutela judicial efectiva es una de las garantías centrales que el Estado constitucional de 
derecho asegura a las personas. No se trata únicamente de la posibilidad formal de acudir 
ante un órgano jurisdiccional, sino del derecho a obtener una respuesta adecuada, fundada, 
motivada y materialmente idónea para restablecer o proteger el derecho vulnerado. 
Ferrajoli (2001), en la teoría garantista, sostiene que el proceso penal debe ser un sistema de 
límites al poder y, a la vez, un mecanismo de protección de los derechos fundamentales, 
tanto frente a excesos punitivos como frente a omisiones estatales. Desde esta perspectiva, 
el proceso no se agota en la formalidad de la resolución de conflictos, sino que cumple una 
función garantista orientada a asegurar el cumplimiento efectivo de los derechos.

En el derecho constitucional boliviano, la tutela judicial efectiva encuentra reconocimiento 
expreso en el artículo 115 de la Constitución Política del Estado (2009), que establece que 
toda persona será protegida oportuna y efectivamente por los jueces y tribunales en el 
ejercicio de sus derechos e intereses legítimos. Esta disposición impone a las autoridades 
jurisdiccionales no solo el deber de garantizar el acceso formal a la justicia, sino también la 
obligación de adoptar decisiones que aseguren una protección real frente a la vulneración 
de los derechos fundamentales.

La jurisprudencia del Tribunal Constitucional Plurinacional describe este derecho como una 
garantía de carácter complejo. En la Sentencia Constitucional Plurinacional N.º 
0017/2018-S2, de 28 de febrero, se establece con claridad que la tutela judicial efectiva 
comprende varios derechos: acceso a la jurisdicción, obtención de una resolución fundada y 
ejecución de lo resuelto. En consecuencia, el acceso a la justicia carece de eficacia si la 
decisión judicial no está orientada a restablecer el derecho vulnerado o a brindar una 
protección efectiva frente al delito cometido.

Esta interpretación adquiere especial relevancia en los procesos relacionados con violencia 
contra las mujeres. En tales casos, la tutela judicial efectiva debe interpretarse a la luz del 
principio de protección reforzada que el orden constitucional reconoce frente a la violencia 
de género. Ello implica que las decisiones judiciales no pueden limitarse a verificar 
requisitos formales de procedibilidad, sino que deben examinar las condiciones reales en las 
que se produce el conflicto, valorando el contexto de vulnerabilidad de la víctima y los 
riesgos de persistencia de la violencia. El componente esencial de esta garantía es la 
exigencia de motivación: la Sentencia Constitucional Plurinacional 0903/2012, de 22 de 
agosto, establece que la motivación no se cumple con la simple referencia a disposiciones 
legales ni con la reproducción de fórmulas estandarizadas; la decisión jurisdiccional debe 
contener un razonamiento jurídico consistente que explique y articule la relación entre los 
hechos del caso, las normas aplicables y la conclusión jurídica alcanzada.
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La integración del bloque de constitucionalidad define con claridad el contexto normativo 
del ordenamiento jurídico boliviano. Los artículos 13.IV, 256 y 410.II de la Constitución Política 
del Estado (2009) configuran el fundamento normativo. El artículo 13.IV establece que los 
derechos y deberes constitucionales deben interpretarse de conformidad con los tratados 
internacionales de derechos humanos ratificados por Bolivia; el artículo 256, a su vez, 
establece la aplicación preferente de los instrumentos internacionales que reconocen 
derechos más favorables que los previstos por la propia Constitución. El artículo 410.II 
incorpora expresamente al bloque de constitucionalidad los tratados y convenios 
internacionales en materia de derechos humanos ratificados por el Estado. En 
consecuencia, la interpretación del artículo 46 de la Ley N.º 348 no puede realizarse de 
manera aislada, sino en consonancia con la Convención Belém do Pará la Convención sobre 
la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (1981) y las 
recomendaciones del CEDAW (2015, 2017). La omisión de este análisis podría traducirse en 
una vulneración indirecta del derecho a la integridad personal y del derecho de las mujeres 
a vivir una vida libre de violencia.

1.2. Igualdad sustantiva y perspectiva de género en la interpretación judicial

La igualdad formal, entendida como trato idéntico de los sujetos ante la ley, es insuficiente 
para abordar fenómenos sociales de carácter estructural como la violencia de género. 
Pisarello (2007) sostiene que la igualdad sustantiva exige considerar las condiciones reales 
de desigualdad que afectan a determinados grupos, adoptando medidas diferenciadas que 
compensen tales desventajas. En este sentido, la neutralidad formal puede convertirse en 
un mecanismo de reproducción de desigualdades si se ignoran las asimetrías estructurales 
que afectan a determinados sectores de la población.

La perspectiva de género es, a su vez, un método y enfoque interpretativo para identificar 
estas asimetrías. El CEDAW (2015) indica que los Estados deben crear mecanismos para 
suprimir estereotipos y barreras que restringen el acceso de las mujeres a la justicia, 
garantizando que las decisiones judiciales no perpetúen patrones discriminatorios. La 
Recomendación General N.º 35 destaca que la violencia por razón de género contra la mujer 
constituye una forma de violencia estructural profundamente arraigada en las relaciones 
históricamente construidas para producir situaciones de poder desigual entre hombres y 
mujeres (CEDAW, 2017). La jurisprudencia interamericana señala que la ausencia de 
perspectiva de género en la investigación y juzgamiento de casos de violencia contra las 
mujeres puede generar responsabilidad internacional del Estado (Caso González y otras vs. 
México, 16 de noviembre de 2009).

La teoría del ciclo de violencia desarrollada por Walker (1979) describe un patrón recurrente 
de fases de acumulación de tensión, agresiones y reconciliación. Durante la fase de 
reconciliación, el agresor puede mostrar arrepentimiento y compromiso de cambio, lo cual 
genera una sensación de seguridad ficticia pero no elimina el riesgo estructural. 
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Desde una perspectiva jurídica, esta dinámica obliga a examinar la conciliación no como un 
acto aislado de voluntad, sino como posible expresión de un ciclo que tiende a repetirse. En 
consecuencia, la igualdad sustantiva y la perspectiva de género exigen que la conciliación 
en casos de violencia familiar sea evaluada en función del contexto estructural y no 
únicamente sobre la base de la voluntad formal declarada por la víctima.

1.3. Función protectora del derecho penal y excepcionalidad de la 
conciliación

La finalidad del derecho penal, según Roxin (1997), es la protección de bienes jurídicos 
esenciales para la convivencia social; su legitimidad radica en su capacidad de garantizar la 
vigencia de normas que protegen bienes jurídicos frente a riesgos severos. En el caso de la 
violencia familiar, el bien jurídico comprometido es la integridad física y psicológica de la 
víctima, lo que otorga a la intervención penal una dimensión protectora que trasciende el 
conflicto interpersonal. Binder (2005) señala que los mecanismos alternativos de resolución 
de conflictos pueden resultar adecuados en ciertos ámbitos, pero requieren condiciones de 
igualdad material y ausencia de coacción. Cuando estas condiciones no se cumplen, la 
negociación pierde su legitimidad como instrumento de justicia.

El artículo 46 de la Ley N.º 348 establece la conciliación como una excepción estricta, con 
límites claros para su procedencia. La excepcionalidad no debe interpretarse como una 
simple opción procesal, sino como una manifestación del principio de protección reforzada 
frente a la violencia de género. Zaffaroni, Alagia y Slokar (2002) advierten que el derecho 
penal no puede renunciar a su función protectora cuando la renuncia a la persecución 
penal puede consolidar situaciones de impunidad o favorecer la repetición de actos de 
violencia. En este sentido, la conciliación, si se aplica sin controles estrictos, podría debilitar 
la función preventiva del sistema penal.

La interpretación de la norma debe realizarse además conforme al bloque de 
constitucionalidad. El Tribunal Constitucional Plurinacional señala que todas las 
autoridades judiciales tienen la obligación de ejercer control de convencionalidad, 
verificando la compatibilidad de las normas aplicadas con los tratados internacionales de 
derechos humanos y con la jurisprudencia de la Corte Interamericana (Sentencia del 
Tribunal Constitucional Plurinacional 0487/2014, de 25 de febrero). La Convención Belém do 
Pará establece que los Estados deben actuar con la debida diligencia para prevenir, 
investigar y sancionar la violencia contra la mujer. En consecuencia, cuando una autoridad 
judicial evalúa la homologación de un acuerdo conciliatorio en un caso de violencia familiar, 
debe verificar que dicha decisión no debilite el deber del Estado de proteger los derechos 
fundamentales ni favorezca escenarios de impunidad o reproducción de la violencia.
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2. Marco contextual: evolución normativa e internacional

En las últimas décadas el tratamiento jurídico de la violencia contra las mujeres 
experimentó una profunda transformación, gradualmente se produjeron cambios 
sustanciales en su comprensión real y pasó a ser reconocida como un grave problema 
estructural que compromete la responsabilidad internacional de los Estados y activa 
obligaciones constitucionales reforzadas. Este cambio no responde únicamente a reformas 
legislativas internas, sino a la consolidación de un corpus iuris internacional en materia de 
derechos humanos que redefinió la comprensión de la naturaleza misma de la violencia 
basada en el género y situó a las víctimas como titulares de derechos exigibles ante 
instancias supranacionales.

La Convención de Belém do Pará define la violencia contra la mujer como una violación de 
los derechos humanos y de las libertades fundamentales, de lo cual se desprende el 
reconocimiento expreso del derecho de toda mujer a vivir libre de violencia, tanto en el 
ámbito público como en el privado (arts. 3 y 4). Este instrumento de derecho internacional 
introdujo un elemento decisivo, la obligación de los Estados de actuar con debida diligencia 
para prevenir, investigar y sancionar la violencia, obligación no se agota en la reacción frente 
al hecho consumado, sino que exige acciones positivas orientadas a modificar las 
condiciones estructurales que perpetúan la violencia de género.

La Corte Interamericana de Derechos Humanos sentó un precedente importante en el caso 
González y otras vs. México (16 de noviembre de 2009): a partir de este caso desarrolló un 
estándar que establece que el deber de debida diligencia obliga al Estado a adoptar 
medidas para prevenir la recurrencia de actos de violencia y garantizar el acceso efectivo a 
la justicia. La Constitución Política del Estado (2009), al respecto, establece que los tratados 
internacionales en materia de derechos humanos son vinculantes, e incluso tienen 
jerarquía constitucional si amplían derechos (art. 256). A su vez, la Ley N.º 348, genera una 
transformación conceptual al establecer un régimen integral de protección frente a la 
violencia contra las mujeres en torno a los principios de prevención, atención, sanción y 
reparación.

Sin embargo, la existencia de este marco normativo fue insuficiente para garantizar su 
aplicación efectiva, circunstancia que fue advertida por la comunidad internacional en el 
cuarto Examen Periódico Universal (EPU) realizado en enero de 2025. En ese ámbito, el 
Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas evaluó la situación de Bolivia y 
emitió un informe del Grupo de Trabajo que contiene 275 recomendaciones, de las cuales el 
Estado boliviano aceptó 254, entre ellas las referidas a la protección de los derechos de las 
mujeres y a la erradicación de la violencia de género (Consejo de Derechos Humanos de la 
ONU, 2025). El EPU instó al Estado boliviano a fortalecer la aplicación efectiva de la Ley N.º 
348 a través de la implementación de protocolos especializados ya que las políticas de 
prevención de la violencia contra la mujeres carecen de mecanismos de continuidad y de 
planificación de largo plazo (Defensoría del Pueblo de Bolivia, 2025).
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Este diagnóstico encuentra respaldo adicional en el informe de la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos titulado Cohesión social: el desafío para la consolidación de la 
democracia en Bolivia, elaborado con base en la visita in loco llevada a cabo entre el 27 y el 
31 de marzo de 2023 en las ciudades de Cochabamba, La Paz, Santa Cruz y Sucre. Entre las 
tareas pendientes identificadas por la Comisión se destaca la necesidad de garantizar el 
derecho de las mujeres a una vida libre de violencia, señalando la persistencia de los 
determinantes estructurales que la producen (CIDH, 2024). Con el propósito de enfrentar 
esa situación, la CIDH (2024) formuló entre sus 32 recomendaciones la necesidad de diseñar 
e implementar una política pública nacional que garantice el compromiso institucional 
para prevenir, proteger, investigar, sancionar y reparar la violencia de género contra las 
mujeres, con perspectiva de género, enfoque interseccional e intercultural, además de 
proveer los recursos adecuados para su sostenimiento (recomendación 6). La convergencia 
entre las observaciones del EPU y las del sistema interamericano pone de manifiesto que 
las deficiencias no son coyunturales ni atribuibles a la ausencia de legislación pertinente, 
sino que expresan una brecha entre el ordenamiento normativo vigente y su 
implementación real. En esta última consideración se sustenta el protocolo que se propone 
en esta investigación.

3. Condicionantes estructurales de la conciliación: una aproximación 
sociológica

El análisis jurídico de la conciliación excepcional en el marco del artículo 46 de la Ley N.º 348 
no puede desvincularse de una pregunta de fondo que trasciende lo procesal: ¿qué factores 
estructurales y sociológicos condicionan que las mujeres, en contextos de violencia familiar 
o doméstica, tiendan a conciliar? 

La decisión que se entiende formalmente como ejercicio de autonomía está en realidad 
mediada por condiciones subyacentes de orden simbólico, material e institucional. 
Responder esta pregunta exige desplazar el análisis hacia las raíces históricas, simbólicas y 
materiales que producen y reproducen la subordinación femenina como condición social 
previa a cualquier decisión jurídica. Tres ejes explicativos permiten articular esta dimensión: 
el orden patriarcal, como sistema estructurador de relaciones desiguales de poder; la 
dependencia económica, es decir, la violencia económica, como mecanismos que 
restringen materialmente la posibilidad de ruptura con el agresor; y los obstáculos 
institucionales y simbólicos que enfrentan las mujeres cuando acuden al sistema judicial, 
en particular la revictimización. Estos tres ejes no operan de forma independiente, 
convergen, se articulan y se potencian, construyendo un campo de condicionamientos que 
hace que la conciliación, lejos de ser una decisión espontánea, sea el resultado de una 
estructura social asimétrica e históricamente construida que genera dependencia y 
perpetúa la violencia.
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3.1. El patriarcado como estructura generadora de subordinación: dominación 
simbólica y habitus de género

Primer eje explicativo. Para comprender las razones por las cuales las mujeres concilian en 
procesos de violencia familiar o doméstica, resulta indispensable recurrir a marcos teóricos 
que explican cómo se produce y reproduce la subordinación. Bourdieu (2000) sostiene que 
el orden patriarcal no se impone únicamente a través de la coerción física, sino 
fundamentalmente mediante lo que denomina violencia simbólica: una forma de violencia 
invisible que se ejerce con el consentimiento tácito de quienes la padecen, ya que los y las 
dominados/as no disponen de otro instrumento de conocimiento que el que comparten 
con el dominador. Este mecanismo simbólico es decisivo para entender la conciliación: si las 
mujeres han internalizado, a través de un largo proceso de socialización, que la familia debe 
preservarse, que la reconciliación es una virtud y que denunciar al cónyuge representa una 
traición al orden doméstico, su decisión de conciliar no expresa libremente su voluntad, sino 
que reproduce el habitus de género que la estructura social les ha impuesto.

Martínez y Solís (2022) señalan que esta lógica de la dominación opera de manera dual: 
mientras Bourdieu apunta los mecanismos a través de los cuales las mujeres internalizan la 
argumentación simbólica que naturaliza su subordinación; Rita Segato describe una suerte 
de disciplina que los varones se autoimponen para restaurar y preservar la jerarquía 
patriarcal mediante el ejercicio de la violencia. Desde esta doble perspectiva, la conciliación 
aparece como el momento en que la lógica simbólica del orden patriarcal se impone sobre 
la racionalidad jurídica de la protección: la mujer interioriza que la preservación del vínculo 
y la evitación del conflicto son responsabilidades suyas, mientras que el agresor opera 
dentro de un sistema de impunidad que el propio ciclo de reconciliación refuerza.

Segato (2003) aporta una dimensión adicional de enorme relevancia analítica: afirma que la 
violencia contra las mujeres no es un fenómeno excepcional o patológico, sino un 
mecanismo constitutivo del orden patriarcal, indispensable para la reproducción de las 
jerarquías de género. En condiciones ordinarias, la exacción del tributo de subordinación es 
voluntaria, pero en momentos de crisis puede ser producida por coacción; precisamente la 
fase de reconciliación, dentro del ciclo de la violencia, funciona como restauración de ese 
tributo voluntario que la agresión había interrumpido. Así entendido, el acuerdo 
conciliatorio no representa una solución al conflicto sino su reintegración en el ciclo que lo 
produce, lo que refuerza la necesidad de un escrutinio judicial sustantivo que trascienda la 
mera verificación del consentimiento formal.
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Desde la antropología feminista latinoamericana, Lagarde y de los Ríos (1990) profundiza en 
esta línea a través del concepto de cautiverio, que designa la condición histórica de las 
mujeres en el mundo patriarcal, definida por su subordinación vital a los otros, 
especialmente al cónyuge, a los hijos e hijas y a la institución familiar. La feminidad se 
construye socialmente alrededor de la maternidad y la conyugalidad como ejes de 
identidad ineludibles, de tal manera que una mujer que denuncia al padre de sus hijos y lo 
enfrenta penalmente experimenta una ruptura con su propia identidad de género, 
interiorizada desde la infancia. La presión familiar, social y simbólica que pesa sobre la 
víctima cuando se le ofrece la posibilidad de conciliar no es, por tanto, meramente externa; 
opera también desde los mandatos incorporados de la feminidad dominante. Esta 
circunstancia hace que la evaluación judicial de la voluntariedad, cuando se reduce a la 
verificación de la declaración formal de la víctima, resulte radicalmente insuficiente desde 
el punto de vista sociológico.

3.2. Dependencia económica y violencia económica: el condicionamiento 
material de la conciliación

Segundo eje explicativo. Junto al condicionamiento simbólico que produce el patriarcado, 
existe un mecanismo material que opera de forma igualmente determinante sobre las 
decisiones de las mujeres en los procesos de violencia: la dependencia económica respecto 
del agresor. La violencia económica, entendida como el control, la limitación o la privación 
deliberada de los recursos económicos de las mujeres, con el consiguiente menoscabo de 
su autonomía personal y social, constituye una de las manifestaciones más persistentes de 
la violencia de género. Aunque no deja huellas físicas visibles, genera un profundo efecto de 
subordinación material que dificulta o incluso imposibilita el abandono de la relación 
violenta (CEDAW, 2017; Convención de Belém do Pará). La ausencia de autonomía 
económica incrementa la dependencia respecto de quien controla los ingresos del hogar, 
restringe la capacidad de decisión de las mujeres y favorece la permanencia de ciclos de 
violencia (Comisión Económica para América Latina y el Caribe [CEPAL], 2021).

Esta dependencia no responde a una decisión individual, sino que se encuentra 
estrechamente vinculada con estructuras económicas, sociales y culturales que 
históricamente han relegado a las mujeres a posiciones de desigualdad en el mercado 
laboral, caracterizadas por la segregación ocupacional, el subempleo, la brecha salarial y la 
sobrecarga del trabajo doméstico y de cuidados no remunerado, conforme a la división 
sexual del trabajo (Federici, 2013; CEPAL, 2021). En el contexto latinoamericano, y 
particularmente en Bolivia, donde una proporción significativa de mujeres se desempeña 
en condiciones de informalidad laboral y dispone de escaso acceso a activos productivos, 
propiedad y protección social, la conciliación con el agresor puede percibirse como la única 
alternativa para garantizar la subsistencia propia y la de sus hijos e hijas, más que como una 
manifestación de voluntad libre y autónoma (CEPAL, 2023; CEDAW, 2017).

17



La violencia económica opera también de manera coercitiva en el momento en que la 
mujer decide denunciar. El agresor puede retirar el sostenimiento económico del hogar, 
negar el pago de alimentos, generar procesos judiciales paralelos de carácter patrimonial o 
simplemente hacer insostenible la vida de la mujer y sus hijos e hijas. En estas condiciones, 
la decisión de conciliar no responde a la desaparición del riesgo de violencia, sino a las 
consecuencias de continuar el proceso penal. El Ministerio de Igualdad de España 
documenta que las estrategias de autoprotección de las víctimas dependen en gran 
medida de la capacidad económica de su red personal de apoyo, dado que escasean los 
recursos específicos para combatir esta forma de violencia, lo que convierte la conciliación 
en una salida estructuralmente producida más que libremente elegida (Ministerio de 
Igualdad de España, 2023). En el marco de la Ley N.º 348, la ausencia de un análisis judicial 
sobre estos factores materiales deja a la víctima desprotegida precisamente en el punto en 
que más necesita que el Estado intervenga con una mirada comprehensiva sobre su 
situación real.

3.3. Obstáculos institucionales y revictimización: cuando el sistema 
reproduce la violencia

Tercer eje explicativo.  Examina los condicionantes de tipo institucional que inciden en la 
voluntad de las mujeres de conciliar en procesos de violencia. En su informe “Acceso a la 
justicia para las mujeres víctimas de violencia en las Américas”, la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos constató que la gran mayoría de los casos de violencia contra las 
mujeres se encuentran marcados por la impunidad, y que las víctimas frecuentemente no 
obtienen acceso a recursos judiciales idóneos y efectivos al denunciar los hechos sufridos 
(CIDH, 2007). Este fenómeno no responde únicamente a deficiencias técnicas o falta de 
recursos, sino al resultado de patrones socioculturales discriminatorios arraigados en el 
funcionamiento institucional del sistema de justicia, que operan en detrimento de las 
mujeres e impiden la implementación efectiva del marco jurídico existente.

Entre los obstáculos más documentados por la CIDH (2007) se encuentran la ausencia de 
unidades especializadas en las fiscalías y tribunales, la falta de representación jurídica 
gratuita, la escasa presencia judicial en zonas rurales y periurbanas, la revictimización a 
través del tratamiento inadecuado que reciben las víctimas cuando procuran acceder a 
instancias de protección, y la persistencia de estereotipos de género en el razonamiento 
judicial. La revictimización institucional es particularmente relevante para explicar la 
conciliación: una mujer que denuncia y enfrenta cuestionamientos a su credibilidad por 
parte de servidores y servidoras judiciales, o procesos que se prolongan indefinidamente sin 
resultados tangibles, aprende que el sistema no la protege. Esta experiencia, o su 
anticipación por el conocimiento social compartido sobre el funcionamiento de la 
institución, actúa como poderoso disuasorio para continuar el proceso penal.
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LONU Mujeres (2026) señala que América Latina y el Caribe cuenta con un marco 
normativo robusto pero enfrenta el desafío persistente de cerrar las brechas estructurales 
que limitan el ejercicio efectivo de los derechos humanos, destacando la necesidad de 
contar con operadoras y operadores judiciales formados en perspectiva de género para 
erradicar estereotipos y prevenir la revictimización. Esta brecha entre el derecho formal y el 
acceso efectivo a la justicia es decisiva para el análisis en cuestión: la Ley N.º 348 existe y 
consagra una protección reforzada, pero si su implementación está mediada por prácticas 
judiciales que no incorporan perspectiva de género ni examinan las condiciones 
estructurales de la víctima, la norma puede convertirse en un instrumento que legitima 
formas de impunidad disfrazadas de acuerdo voluntario. La revictimización produce 
además un efecto de largo plazo que la literatura especializada ha denominado 
desconfianza estructural en el sistema: las mujeres que han pasado por experiencias 
previas de denuncia sin resultado, o que conocen los relatos de otras, desarrollan una 
evaluación racional de que el costo de denunciar es alto y el beneficio incierto, convirtiendo 
la conciliación en una estrategia de minimización del riesgo en un entorno institucional 
percibido como hostil o ineficiente (Zárate y Zunini, 2025).

4. METODOLOGÍA

4.1. Enfoque y tipo de investigación

La investigación adoptó un enfoque cualitativo de carácter jurídico-sociojurídico, debido a 
que el fenómeno objeto de estudio —la práctica judicial de homologación de acuerdos 
conciliatorios— no puede ser reducido a indicadores numéricos o a frecuencias estadísticas. 
Lo que interesa analizar no es cuántas conciliaciones fueron homologadas, sino cómo 
fueron justificadas, qué argumentos se emplearon, qué elementos se omitieron y qué 
racionalidad jurídica subyace a tales decisiones. El enfoque cualitativo permite comprender 
el significado de los discursos jurídicos y analizar la coherencia interna de la argumentación 
judicial, lo cual resulta particularmente adecuado cuando se pretende examinar prácticas 
institucionales complejas que implican valoración normativa, interpretación constitucional 
y ponderación de derechos fundamentales.

La investigación es de carácter descriptivo, en tanto caracteriza la práctica jurisdiccional 
observada en el periodo 2023–2024; interpretativo, porque examina el significado jurídico 
de los acuerdos conciliatorios y su compatibilidad con estándares constitucionales y 
convencionales; y analítico, pues estudia las resoluciones judiciales en sus elementos 
constitutivos: fundamentación, motivación, análisis de voluntariedad y referencia 
normativa. Finalmente, la investigación se inscribe en la modalidad de estudio de caso, lo 
cual permite un análisis profundo y contextualizado de expedientes concretos, 
privilegiando la profundidad analítica sobre la generalización estadística.
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A partir del marco teórico, normativo y contextual expuesto, la presente investigación se 
orienta por la siguiente hipótesis: la homologación judicial de acuerdos conciliatorios en 
procesos por violencia familiar o doméstica, en el marco de la aplicación excepcional del 
artículo 46 de la Ley N.º 348, cuando no incorpora un análisis estricto de las asimetrías de 
poder y de las condiciones reales de voluntariedad de la víctima, incide negativamente en la 
tutela judicial efectiva de las mujeres, al contribuir a la invisibilización de la violencia y a la 
debilitación de la respuesta estatal en el Juzgado de Sentencia Penal contra la Violencia 
hacia las Mujeres N.º 16 de la ciudad de Cochabamba durante el periodo 2023–2024.

4.2. Métodos de investigación

La estructura metodológica combina métodos teóricos y empíricos en coherencia con la 
naturaleza jurídico-sociojurídica del objeto de estudio. En el plano teórico, el método 
analítico-sintético permitió descomponer los elementos normativos que configuran la 
conciliación excepcional en materia de violencia familiar, particularmente el contenido del 
artículo 46 de la Ley N.º 348, así como los principios constitucionales relacionados con la 
tutela judicial efectiva, la igualdad sustantiva y la protección reforzada frente a la violencia 
de género. El método histórico-lógico fue empleado para comprender la evolución 
normativa del tratamiento jurídico de la violencia contra las mujeres en Bolivia y en el 
ámbito internacional, contextualizando la configuración actual de la conciliación 
excepcional dentro de un proceso más amplio de transformación del enfoque estatal frente 
a la violencia de género. El método sistémico posibilitó examinar la conciliación no como 
institución aislada, sino como parte de un entramado normativo integrado por la 
Constitución, los tratados internacionales, la Ley N.º 348 y la jurisprudencia constitucional e 
interamericana.

En el plano empírico, la investigación se apoyó en la revisión documental sistemática de 
expedientes judiciales correspondientes al periodo 2023–2024, en los cuales se presentaron 
acuerdos conciliatorios para su homologación. Complementariamente, se aplicó el análisis 
cualitativo de contenido, orientado a identificar categorías argumentativas presentes en las 
resoluciones judiciales. Este método permitió codificar los elementos relevantes vinculados 
con las variables de investigación, tales como la valoración de la voluntariedad, la 
consideración de asimetrías estructurales, la fundamentación constitucional y la evaluación 
del riesgo de reiteración de violencia. El procedimiento de análisis incluyó: lectura 
exploratoria de los expedientes, identificación preliminar de categorías, codificación 
sistemática, agrupación en patrones interpretativos y contrastación con el marco normativo 
y doctrinal.
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4.3. Población, muestra e instrumentos

La población objeto de estudio está constituida por todos los procesos penales por violencia 
familiar o doméstica tramitados ante el Juzgado de Sentencia Penal contra la Violencia 
hacia las Mujeres N.º 16 de Cochabamba en el periodo 2023–2024, en los cuales se 
presentaron acuerdos conciliatorios para su homologación. La muestra es de tipo no 
probabilístico, seleccionada en función de la pertinencia analítica y la disponibilidad 
documental de los casos. Se analizaron seis expedientes representativos que contenían 
acuerdos conciliatorios formalmente presentados y sometidos a homologación judicial. Se 
aplicó el criterio de saturación teórica, entendido como el punto en el cual el análisis de 
nuevos casos no aporta categorías sustancialmente diferentes a las ya identificadas.

Los instrumentos de investigación incluyeron: una matriz de análisis documental 
estructurada en secciones correspondientes a las dimensiones de la variable independiente 
y la variable dependiente; una ficha de categorización de voluntariedad y asimetría 
estructural destinada a identificar si la resolución judicial examinaba factores tales como 
dependencia económica, presión emocional, antecedentes de violencia o contexto 
relacional; y una matriz de evaluación de tutela judicial efectiva, mediante la cual se valoró 
la calidad de la motivación judicial, la coherencia argumentativa y la consideración de 
estándares constitucionales e internacionales. La utilización de instrumentos previamente 
estructurados permitió reducir la subjetividad interpretativa y fortalecer la consistencia del 
análisis. Se adoptaron criterios de rigor metodológico propios de la investigación cualitativa: 
validez interna mediante triangulación entre el marco normativo, el análisis doctrinal y los 
hallazgos empíricos; confiabilidad mediante el uso de instrumentos estructurados; y 
coherencia metodológica mediante correspondencia directa entre hipótesis, variables, 
dimensiones e instrumentos. 

Se respetaron criterios éticos vinculados con la confidencialidad de la información, 
omitiendo datos personales que pudieran comprometer la identidad de las partes.

5. Resultados

El presente apartado expone los hallazgos derivados del análisis documental cualitativo de 
seis procesos por violencia familiar o doméstica tramitados ante el Juzgado de Sentencia 
Penal contra la Violencia hacia las Mujeres N.º 16 de Cochabamba durante el periodo 
2023–2024, en los que se presentaron acuerdos conciliatorios para su homologación judicial 
conforme al artículo 46 de la Ley N.º 348. El examen se realizó a partir de cuatro categorías 
definidas en la matriz de operacionalización: i) control de legalidad y excepcionalidad; ii) 
análisis de voluntariedad y autonomía real; iii) consideración de asimetrías estructurales y 
perspectiva de género; y iv) fundamentación constitucional y control de convencionalidad.
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5.1. Control de legalidad y excepcionalidad de la conciliación

En los seis expedientes se constató la verificación formal de los requisitos previstos por el 
artículo 46 de la Ley N.º 348: solicitud expresa de la víctima e inexistencia de reincidencia. 
Las resoluciones consignan reiteradamente que la conciliación procede de manera 
excepcional y que no se advierten impedimentos legales para su homologación. Sin 
embargo, el análisis de contenido evidencia que la excepcionalidad no se desarrolló en 
términos sustantivos. La fundamentación judicial se limitó a constatar el cumplimiento de 
presupuestos formales, sin integrar una ponderación constitucional sobre el deber de 
debida diligencia reforzada que incumbe al Estado en casos de violencia contra las mujeres, 
conforme al artículo 7 de la Convención de Belém do Pará y a la doctrina consolidada por la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso González y otras vs. México (16 de 
noviembre de 2009), en el que se estableció que el Estado debe adoptar medidas eficaces 
para prevenir, investigar y sancionar la violencia, evitando decisiones que favorezcan la 
impunidad o perpetúen patrones de discriminación.

La práctica observada sugiere una lectura predominantemente legalista del artículo 46, con 
escasa constitucionalización del razonamiento. El artículo 256 de la Constitución Política del 
Estado (2009) dispone que los tratados internacionales de derechos humanos que 
reconozcan derechos más favorables prevalecen sobre la norma interna. No obstante, las 
resoluciones no incorporan una interpretación sistemática conforme al bloque de 
constitucionalidad. Esta omisión debilita el estándar de excepcionalidad y reduce el control 
judicial a un examen formal. Desde la teoría garantista, el proceso penal debe operar como 
sistema de garantías orientado a la protección de derechos fundamentales (Ferrajoli, 2001); 
si la excepcionalidad se agota en la verificación de requisitos mínimos, el proceso pierde su 
dimensión protectora y se aproxima a un modelo de mera convalidación procedimental.

5.2. Voluntariedad y autonomía real de la víctima

En todos los casos se registró la manifestación expresa de la víctima de conciliar. Las 
resoluciones toman dicha declaración como fundamento suficiente para la homologación. 
No obstante, el análisis revela la ausencia de un examen contextualizado de la autonomía 
real. El CEDAW advierte que los mecanismos alternativos de resolución de controversias en 
casos de violencia de género pueden resultar incompatibles con las obligaciones estatales 
cuando no se garantiza la ausencia de coacción o presión estructural (CEDAW, 2015, 2017). 
La Recomendación General N.º 33 enfatiza que el acceso a la justicia debe asegurar que las 
mujeres tomen decisiones informadas y libres de intimidación (CEDAW, 2015), mientras que 
la Recomendación General N.º 35 caracteriza la violencia por razón de género como 
fenómeno estructural que afecta la capacidad de agencia de las mujeres (CEDAW, 2017).
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En los expedientes examinados no se identificaron diligencias específicas orientadas a 
descartar dependencia económica, presión familiar, temor a represalias o dinámicas del 
ciclo de la violencia. La doctrina sobre violencia doméstica ha descrito la fase de 
reconciliación como momento de aparente calma que puede inducir a la víctima a 
minimizar el riesgo sin que desaparezcan las condiciones estructurales de subordinación 
(Walker, 1979). La omisión de este análisis impide afirmar que la voluntariedad fue 
examinada en su dimensión sustantiva. Desde la perspectiva constitucional, la tutela 
judicial efectiva exige no solo acceso formal al proceso, sino protección material del derecho 
vulnerado (Constitución Política del Estado, 2009, art. 115). Si la voluntariedad se reduce a la 
mera expresión de consentimiento sin escrutinio reforzado, el control judicial resulta 
insuficiente frente a la desigualdad estructural.

5.3. Asimetrías estructurales y perspectiva de género

La Corte Interamericana reconoce que la violencia contra las mujeres se inserta en patrones 
históricos de discriminación y relaciones desiguales de poder (Caso González y otras vs. 
México, 16 de noviembre de 2009). La ausencia de perspectiva de género en la actuación 
judicial puede constituir, por sí misma, una forma de revictimización institucional (CEDAW, 
2015). El análisis señala que las resoluciones adoptan una lógica de neutralidad formal entre 
partes, sin reconocer la asimetría estructural que caracteriza la violencia de género. No se 
identificaron referencias a desigualdad material, dependencia económica o antecedentes 
de violencia psicológica. La motivación judicial privilegia la autonomía privada sin ponderar 
el contexto de subordinación existente.

La igualdad sustantiva exige considerar las condiciones reales en que se ejerce la 
autonomía (Pisarello, 2007). En ausencia de este enfoque, la conciliación puede operar 
como mecanismo que invisibiliza la violencia y debilita la respuesta estatal. La función 
protectora del derecho penal, orientada a la tutela de bienes jurídicos como la integridad 
personal, no puede ser neutralizada por una negociación privada que desconozca la 
desigualdad estructural (Roxin, 1997; Zaffaroni, Alagia y Slokar, 2002). En algunos casos se 
observó que la concepción de gravedad se vincula exclusivamente al daño físico visible, sin 
integrar la noción amplia de violencia definida por la Convención de Belém do Pará, que 
incluye el daño psicológico y las formas de control y subordinación que no dejan huellas 
físicas.

5.4. Fundamentación constitucional y control de convencionalidad

Las resoluciones examinadas citan principalmente la Ley N.º 348 y normas procesales. No se 
observó desarrollo explícito del artículo 115 de la Constitución Política del Estado (2009), ni 
referencias a la Convención de Belém do Pará. 
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Tampoco se identificó ejercicio expreso de control de convencionalidad, obligación que 
incumbe a todas las autoridades públicas según la jurisprudencia interamericana (Caso 
Almonacid y otros vs. Chile, 26 de septiembre de 2006) y que el Tribunal Constitucional 
Plurinacional boliviano ha ratificado en la Sentencia del Tribunal Constitucional 
Plurinacional 0487/2014, de 25 de febrero de 2014, estableciendo que todos los jueces y 
juezas están obligados a verificar la compatibilidad de las normas aplicadas con los tratados 
internacionales y la jurisprudencia de la Corte Interamericana. La motivación judicial es un 
componente esencial de la tutela judicial efectiva, pues permite verificar la racionalidad de 
la decisión y garantizar su control (Ferrajoli, 2001). Una fundamentación 
predominantemente legal, sin integración constitucional y convencional, reduce el 
estándar de protección y dificulta el escrutinio crítico de las resoluciones.

5.5. Análisis individualizado de los seis casos

El análisis de los seis expedientes, numerados según el orden de ingreso al Juzgado y no de 
manera estrictamente cronológica por fecha de resolución, confirma un patrón consistente 
de control formal. El Caso 1 (30/03/2023) verifica la inexistencia de antecedentes y la solicitud 
expresa de la víctima, limitándose a la literalidad del artículo 46 sin examen de contexto ni 
análisis de riesgo; la excepcionalidad no se desarrolla en clave constitucional ni se pondera 
la debida diligencia reforzada. El Caso 2 (28/09/2023) invoca la recomposición del vínculo 
familiar y el interés de los hijos, sin evaluar el posible riesgo de reiteración ni integrar 
perspectiva de género; la estabilidad familiar se prioriza sobre la integridad personal sin 
ponderación explícita conforme al artículo 115 constitucional.

El Caso 3 (13/06/2024) toma la insistencia de la víctima en desistir como prueba suficiente de 
voluntariedad, sin explorar posibles presiones estructurales ni hacer referencia a los 
estándares del CEDAW (2015, 2017) sobre decisiones libres de intimidación. El Caso 4 
(21/05/2024) justifica la conciliación por ausencia de lesiones graves, sin analizar violencia 
psicológica ni patrones de control; la concepción de gravedad se vincula al daño físico, sin 
integrar la noción amplia de violencia de la Convención de Belém do Pará. El Caso 5 
(27/02/2024) toma la ratificación bilateral en audiencia como garantía suficiente, sin advertir 
examen diferenciado de vulnerabilidad y con predominio de una lógica de neutralidad 
formal sobre el análisis de desigualdad material. El Caso 6 (31/05/2024) reitera el patrón: 
control formal, motivación breve, ausencia de control de convencionalidad y omisión de la 
tutela judicial efectiva en su dimensión sustantiva.

6. Discusión constitucional integrada

Los hallazgos evidencian una práctica jurisdiccional caracterizada por control formal de 
legalidad y motivación predominantemente legalista. Si bien se cumple con la verificación 
literal de requisitos del artículo 46 de la Ley N.º 348, no se observa un desarrollo consistente 
del estándar constitucional de tutela judicial efectiva ni del deber de debida diligencia 
reforzada.
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El artículo 115 de la Constitución Política del Estado (2009) impone la obligación de proteger 
oportuna y efectivamente los derechos fundamentales; el artículo 256 integra los tratados 
de derechos humanos al parámetro de control; y la Convención de Belém do Pará y la 
jurisprudencia interamericana exigen que el Estado adopte medidas eficaces para prevenir 
y sancionar la violencia (Convención de Belém de Pará; Caso González y otras vs. México, 16 
de noviembre de 2009). La ausencia de control de convencionalidad explícito y de 
perspectiva de género debilita la constitucionalización de la práctica judicial.

La tutela judicial efectiva, conforme a la Constitución Política del Estado (2009) y a la 
jurisprudencia constitucional (Sentencia Constitucional Plurinacional N.º 0017/2018-S2, de 
28 de febrero), exige decisiones fundadas que aseguren protección real. La motivación, 
según la Sentencia Constitucional Plurinacional N.º 0903/2012, de 22 de agosto de 2022). 
debe exponer razones suficientes que justifiquen la decisión; el control de 
convencionalidad, conforme a la Sentencia del Tribunal Constitucional Plurinacional N.º 
0487/2014, de 25 de febrero de 2014, obliga a verificar compatibilidad con tratados 
internacionales. A partir de estos estándares, la homologación judicial de acuerdos 
conciliatorios en violencia familiar solo resulta constitucionalmente legítima cuando 
incorpora: a) interpretación estricta de la excepcionalidad prevista en el artículo 46 de la Ley 
N.º 348; b) examen sustantivo de voluntariedad en condiciones reales de autonomía; c) 
reconocimiento explícito de asimetrías estructurales; d) motivación reforzada que integre el 
bloque de constitucionalidad; y e) ejercicio efectivo de control de convencionalidad. La 
omisión sistemática de estos elementos, evidenciada en los seis casos analizados, confirma 
la hipótesis planteada: la homologación judicial que prescinde de un examen estricto de 
desigualdad estructural y autonomía real puede incidir negativamente en la tutela judicial 
efectiva de las mujeres.

7. Articulación teórica: la conciliación como síntoma de desigualdad estructural

Los tres ejes explicativos desarrollados en el marco conceptual: el orden patriarcal, la 
dependencia económica y la revictimización institucional, no son categorías 
independientes que operen sobre la decisión de conciliar de manera separada; se articulan 
en una lógica de condicionamiento recíproco que puede denominarse trampa estructural 
de género. El orden patriarcal genera las disposiciones simbólicas que hacen que la mujer 
valore la preservación del vínculo por encima de su propia integridad; la dependencia 
económica hace materialmente inviable la ruptura; y la revictimización institucional hace 
percibir la denuncia como una vía de riesgo sin garantía de protección. Cuando estos tres 
factores convergen en el momento en que una mujer debe decidir si continúa el proceso 
penal o concilia, su elección no puede leerse como expresión de autonomía, sino como el 
resultado de una trayectoria social de exclusión, violencia y desamparo institucional.

25



Esta perspectiva teórica amplia y respalda el horizonte reflexivo de los hallazgos empíricos 
presentados en este trabajo: cuando la homologación judicial se limita a verificar 
formalmente los requisitos del artículo 46 de la Ley N.º 348, sin examinar las condiciones 
reales de voluntariedad ni reconocer las asimetrías estructurales, no solo omite un análisis 
jurídicamente exigible, sino que desconoce la densa trama de condicionamientos 
sociológicos que producen la conciliación como resultado. 

La igualdad sustantiva, en el sentido que le otorgan Pisarello (2007) y el CEDAW (2017), exige 
precisamente que el sistema jurídico reconozca estas desigualdades reales y adopte 
medidas diferenciadas que compensen las condiciones de desventaja estructural. Ignorar 
estas condiciones, bajo el pretexto de respetar la voluntad formal de la víctima, equivale a 
reproducir desde el Estado la misma lógica de naturalización de la subordinación que el 
patriarcado produce en la vida cotidiana.

La conciliación en contextos de violencia familiar o doméstica no es un fenómeno que 
pueda analizarse en términos de la racionalidad individual de la víctima sin referencia a las 
estructuras sociales que limitan su capacidad de acción. La ley formalmente igualitaria para 
ciudadanas y ciudadanos iguales permite que la estructura jerárquica de género se infiltre 
en el contrato igualitario. Es precisamente en esas fisuras donde la práctica judicial opera, en 
el espacio entre la norma que protege y su aplicación concreta, donde la violencia 
estructural de género sigue produciendo efectos que el control formal de legalidad no 
alcanza a ver ni a neutralizar. 

Los hallazgos del presente análisis confirman que esta brecha no es accidental, sino 
estructural, y que su cierre requiere tanto transformaciones en la cultura judicial como el 
diseño de herramientas procesales que incorporen, de manera sistemática y obligatoria, el 
enfoque de género en cada etapa del control de homologación.

8. Propuesta

8.1. Fundamentos de la propuesta

La evidencia empírica y el análisis constitucional permiten afirmar que la práctica 
jurisdiccional observada presenta una tendencia a privilegiar el control formal de legalidad 
en la homologación de acuerdos conciliatorios en procesos por violencia familiar o 
doméstica, sin desarrollar un examen sustantivo reforzado de voluntariedad, asimetrías 
estructurales y compatibilidad con la tutela judicial efectiva. Esta constatación exige 
formular una propuesta orientada a fortalecer el estándar constitucional de protección en la 
aplicación del artículo 46 de la Ley N.º 348, de modo que la conciliación excepcional se 
armonice con el bloque de constitucionalidad y con las obligaciones internacionales del 
Estado boliviano.
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El fundamento garantista penal, desde la perspectiva de Ferrajoli (2001), establece que el 
proceso penal cumple una doble función: limitar el poder punitivo y garantizar la protección 
efectiva de los derechos fundamentales, lo que no puede neutralizarse mediante una 
negociación privada que desconozca el riesgo estructural.

A la par del desarrollo jurisprudencial reseñado, el sistema de justicia boliviano ha producido 
instrumentos técnicos orientados a traducir los estándares internacionales en herramientas 
de aplicación concreta para quienes administran justicia. El Manual para Juzgar con 
Perspectiva de Género, elaborado con el respaldo de la Oficina del Alto Comisionado de las 
Naciones Unidas para los Derechos Humanos y la Cooperación Suiza en Bolivia, fue 
concebido como un instrumento dirigido a magistradas, magistrados, juezas y jueces, al 
personal de apoyo del Órgano Judicial y del Tribunal Constitucional Plurinacional, con el 
propósito de asegurar que los principios de la Política Institucional de Igualdad de Género 
se reflejen efectivamente en las resoluciones judiciales (Comité de Género del Órgano 
Judicial de Bolivia et al., 2020). El documento parte de una distinción conceptual entre sexo 
y género, entendiendo este último como un sistema de relaciones sociales que involucra 
tanto a mujeres como a hombres, y desarrolla criterios metodológicos para identificar 
estereotipos, prejuicios y patrones de discriminación que inciden en la función 
jurisdiccional.

Como antecedente es importante tener en cuenta que el Tribunal Supremo de Justicia 
aprobó el Protocolo para Juzgar con Perspectiva de Género, cuya finalidad es sistematizar 
los estándares internacionales en materia de género y justicia, proponer una metodología 
que permita identificar y corregir las asimetrías de poder presentes en los procesos 
judiciales, y dar cuenta de los avances jurisprudenciales relevantes en la materia (Tribunal 
Supremo de Justicia, 2017). Ambos instrumentos resultan particularmente pertinentes para 
esta investigación, en la medida en que constituyen antecedentes técnico-operativos para 
el protocolo que esta investigación propone, ya que señalan que el sistema judicial boliviano 
cuenta con un marco metodológico previo sobre el cual es posible construir un instrumento 
especializado, en lugar de partir de un terreno normativo desprovisto de experiencia 
institucional acumulada.

9. Protocolo de Control Judicial Reforzado para la Homologación de Acuerdos 
Conciliatorios

Con base en los fundamentos expuestos, se propone la implementación de un Protocolo de 
Control Judicial Reforzado para la Homologación de Acuerdos Conciliatorios en Violencia 
Familiar o Doméstica, orientado a garantizar coherencia constitucional y convencional en la 
actuación jurisdiccional.
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1. Control reforzado de excepcionalidad
La autoridad jurisdiccional deberá fundamentar expresamente por qué el caso concreto 
encuadra en la excepcionalidad del artículo 46 de la Ley N.º 348, con argumentos que vayan 
más allá de la constatación literal de los requisitos formales. Asimismo, deberá justificar de 
manera expresa que la conciliación no vulnera el deber de debida diligencia reforzada 
(Convención de Belém do Pará) y que es compatible con los estándares de protección 
desarrollados por la Corte Interamericana de Derechos Humanos. La resolución debe 
demostrar que el juez o jueza ha realizado una ponderación constitucional y no únicamente 
una verificación legal.

2. Examen sustantivo de voluntariedad
Antes de homologar el acuerdo, la autoridad jurisdiccional deberá verificar que la víctima 
recibió asesoramiento jurídico y psicosocial adecuado; analizar la posible existencia de 
factores de dependencia económica, emocional o social respecto al agresor; evaluar si 
existen antecedentes de violencia psicológica, amenazas o patrones de control; y considerar 
las dinámicas del ciclo de violencia descritas doctrinalmente (Walker, 1979) como variable 
contextual relevante. La decisión deberá explicitar estas valoraciones en la parte 
considerativa de la resolución, conforme al estándar de motivación exigido por la Sentencia 
del Tribunal Constitucional Plurinacional N.º 0903/2012, de 22 de agosto.

3. Incorporación obligatoria de perspectiva de género
La resolución deberá contener análisis explícito de la desigualdad estructural existente en la 
relación entre las partes, con identificación de posibles relaciones de poder asimétricas. 
Asimismo, deberá incluir evaluación del riesgo de reiteración de violencia y referencia 
expresa a la Recomendación General N.º 35 del CEDAW (2017) como estándar interpretativo. 
La neutralidad formal entre partes resulta constitucionalmente insuficiente cuando existe 
un contexto de violencia de género documentado.

4. Ejercicio expreso de control de convencionalidad
El juez o jueza deberá verificar la compatibilidad del acuerdo conciliatorio con la Convención 
de Belém do Pará, en particular con el artículo 7 que establece la obligación de debida 
diligencia. Deberá justificar expresamente que la homologación no debilita la protección 
estatal frente a la violencia de género y deberá incorporar referencia explícita al bloque de 
constitucionalidad (Constitución Política del Estado, 2009, art. 256). La Sentencia del 
Tribunal Constitucional Plurinacional N.º 0487/2014, de 25 de febrero de 2014, establece sin 
equívoco que este control no es facultativo sino obligatorio para toda autoridad 
jurisdiccional.

5. Motivación reforzada
Toda resolución de homologación deberá contener: identificación clara y precisa de los 
hechos del caso; análisis normativo constitucional y convencional aplicable; evaluación 
argumentada de voluntariedad y asimetrías estructurales; y fundamentación coherente y 
articulada entre la parte considerativa y la parte dispositiva. Este estándar responde a la 
exigencia de racionalidad decisoria desarrollada por el Tribunal Constitucional Plurinacional 
en la Sentencia del Tribunal Constitucional Plurinacional N.º 0903/2012, de 22 de agosto, que 
exige que la motivación sea concisa y clara pero exponga las razones determinativas que 
justifican la decisión, generando convicción de que se actuó conforme a normas y principios.
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CONCLUSIONES

La presente investigación tuvo como propósito analizar la incidencia de la homologación 
judicial de acuerdos conciliatorios en procesos por violencia familiar o doméstica en la 
tutela judicial efectiva de las mujeres, en el marco de la aplicación excepcional del artículo 
46 de la Ley N.º 348, en el Juzgado de Sentencia Penal contra la Violencia hacia las Mujeres 
N.º 16 de Cochabamba durante el periodo 2023–2024. A partir del análisis teórico, normativo, 
doctrinal, jurisprudencial y empírico desarrollado, se formulan las siguientes conclusiones:

Primera conclusión: el estudio permitió constatar que la homologación judicial de 
acuerdos conciliatorios se desarrolla predominantemente bajo un enfoque de control 
formal de requisitos legales, centrado en la verificación de la inexistencia de reincidencia y 
la manifestación expresa de voluntad de la víctima conforme al artículo 46 de la Ley N.º 348. 
Sin embargo, en los casos examinados no se evidenció un examen sustantivo reforzado de 
las condiciones reales de voluntariedad ni de las asimetrías estructurales que caracterizan la 
violencia de género. Esta práctica jurisdiccional confirma la hipótesis planteada: cuando la 
homologación no incorpora un análisis estricto de las asimetrías de poder y de las 
condiciones reales de voluntariedad de la víctima, incide negativamente en la tutela judicial 
efectiva de las mujeres, al contribuir a la invisibilización de la violencia y a la debilitación de 
la respuesta estatal. La tutela judicial efectiva, conforme al artículo 115 de la Constitución 
Política del Estado (2009) y a la jurisprudencia constitucional (Sentencia del Tribunal 
Constitucional Plurinacional N.º 0017/2018-S2, de 28 de febrero), no se agota en la emisión de 
una resolución formal, sino que exige protección material y razonamiento suficiente 
orientado a restablecer el derecho vulnerado.

Segunda conclusión: el análisis reveló que las resoluciones de homologación presentan 
fundamentación breve y predominantemente legalista, sin integración sistemática del 
bloque de constitucionalidad ni ejercicio explícito de control de convencionalidad. La 
jurisprudencia del Tribunal Constitucional Plurinacional ha establecido que la motivación 
constituye elemento estructural del debido proceso y debe exteriorizar razones 
determinativas que justifiquen la decisión (Sentencia del Tribunal Constitucional 
Plurinacional N.º 0903/2012, de 22 de agosto), y que todas las autoridades judiciales están 
obligadas a ejercer control de convencionalidad (Sentencia del Tribunal Constitucional 
Plurinacional N.º 0487/2014, de 25 de febrero). La ausencia de motivación reforzada en 
materia de violencia de género evidencia un déficit en la constitucionalización de la práctica 
judicial, particularmente grave en un ámbito donde el estándar de protección es reforzado 
por mandato convencional.
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Tercera conclusión: la investigación permitió identificar que las resoluciones analizadas no 
incorporan análisis explícito de desigualdad estructural ni valoración de relaciones de poder 
subyacentes a la violencia familiar. La Recomendación General N.º 35 del CEDAW (2017) 
reconoce la violencia por razón de género como fenómeno estructural vinculado a 
desigualdades históricas. La omisión de la perspectiva de género puede generar decisiones 
que formalmente respetan la autonomía privada, pero materialmente reproducen 
dinámicas de subordinación. En consecuencia, la conciliación excepcional en violencia 
familiar exige una interpretación que incorpore igualdad sustantiva y evaluación 
contextualizada de la situación de la víctima.

Cuarta conclusión: la práctica observada evidencia una tensión no resuelta entre la 
autonomía formal de la víctima y el deber estatal de debida diligencia reforzada. La 
conciliación, como mecanismo alternativo de resolución de conflictos, se fundamenta en la 
autonomía de las partes. Sin embargo, en contextos de violencia de género, dicha 
autonomía puede encontrarse condicionada por factores estructurales de dependencia y 
subordinación. El deber estatal de debida diligencia reforzada, consagrado en la 
Convención de Belém do Pará y desarrollado por la Corte Interamericana (Caso González y 
otras vs. México, 16 de noviembre de 2009), impone límites a la disponibilidad privada del 
conflicto cuando está en juego la integridad personal de la víctima.

Quinta conclusión: el análisis integral demuestra que la homologación judicial de acuerdos 
conciliatorios en violencia familiar requiere un estándar argumentativo reforzado que 
articule interpretación estricta de la excepcionalidad, examen sustantivo de voluntariedad, 
reconocimiento de desigualdad estructural, ejercicio expreso de control de 
convencionalidad y motivación constitucional suficiente. La implementación del protocolo 
propuesto, junto con la capacitación especializada en perspectiva de género y el 
establecimiento de mecanismos de seguimiento institucional de casos conciliados, 
constituye una condición necesaria para garantizar coherencia entre la práctica 
jurisdiccional y el modelo de Estado constitucional comprometido con la erradicación de la 
violencia contra las mujeres. Asimismo, se sugiere promover un debate académico e 
institucional orientado a precisar, mediante reforma normativa o lineamientos 
interpretativos, criterios más claros para la evaluación sustantiva de voluntariedad y 
excepcionalidad en el artículo 46 de la Ley N.º 348, con el fin de uniformar criterios 
jurisdiccionales y reducir la discrecionalidad interpretativa que actualmente caracteriza 
esta práctica.
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